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SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2020. 

 

Comparece ante nosotros la Sra. Tashika N. Torres Sánchez 

(señora Torres o apelante) y solicita que revoquemos la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Mayagüez (TPI 

o foro primario) el 27 de noviembre de 2019 y debidamente 

notificada el 20 de diciembre del mismo año. Mediante su dictamen, 

el foro primario declaró Ha Lugar una solicitud de desestimación 

presentada por Blessed Hair Studio, Inc. (Blessed Hair Studio) y, en 

consecuencia, desestimó con perjuicio la demanda presentada por 

la señora Torres. 

Adelantamos que conforme a los fundamentos que serán 

expuestos, procede la desestimación del recurso apelativo por falta 

de jurisdicción. Veamos. 

I.  

El 5 de diciembre de 2018 la señora Torres instó una 

Demanda Enmendada sobre despido injustificado bajo la Ley de 
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Despido Injustificado, Ley Núm. 80 del 30 de mayo de 1976, 29 

LPRA sec. 185 et seq., según enmendada, y optó por beneficiarse 

del procedimiento sumario establecido en la Ley Núm. 2 del 17 

de octubre de 1961, 32 LPRA sec. 3118 et seq.1 En síntesis, la 

apelante sostuvo que había laborado en un salón de belleza en 

Mayagüez llamado Alexis Barber & Unisex Salon by Bless Hair 

Studio Corp. durante 18 años. Relató que después de un cambio en 

la administración, fue despedida injustificadamente.2  

Blessed Hair Studio contestó la demanda en su contra y entre 

otras cosas, adujo que había provisto una oportunidad a la apelante 

para que obtuviera un seguro social patronal y una licencia para 

ejercer como estilista en Puerto Rico, pero la señora Torres no había 

cumplido con lo requerido. Luego de culminado el proceso de 

descubrimiento de prueba y una conferencia con antelación a juicio, 

Blessed Hair Studio presentó una moción de desestimación al 

amparo de la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil de 2009, 32 

LPRA Ap. V, R.10.2.3 Argumentó que la falta de una licencia que 

autorizara a la señora Torres a ejercer la profesión en Puerto Rico 

resultaba suficiente para dar por terminado el contrato laboral entre 

las partes. La señora Torres se opuso a la moción dispositiva.4 En 

particular, arguyó que la representante de Blessed Hair Studio, la 

Sra. Katherine Caraballo, siempre tuvo pleno conocimiento de que 

 
1 La demanda fue originalmente presentada el 5 de noviembre de 2019, pero antes 

de que los emplazamientos fuesen diligenciados, la apelante presentó una 

demanda enmendada. En un inicio, la demanda enmendada incluyó como parte 

demandada a la Sra. Katherine Caraballo Gaud, su esposo y la Sociedad Legal de 

Bienes Gananciales compuesta por ambos. No obstante, el TPI emitió una 

sentencia desestimando la causa de acción en contra de ambos y la sociedad legal 

de gananciales, por lo que el caso continuó únicamente en contra de Blessed Hair 

Studio. 
2 Surge del expediente ante nos que originalmente el salón de belleza se llamaba 

Alexis Barber & Unisex Salon, Inc. y luego fue nombrado Blessed Hair Studio.  
3 Véase, Moción solicitando desestimación de la querella presentada por Blessed 

Hair Studio el 14 de noviembre de 2019; Apéndice III del recurso. 
4 Véase, Moción en oposición a desestimación presentada por la apelante el 22 de 

noviembre de 2019; Apéndice IV del recurso. 
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no ostentaba una licencia de estilista y nunca se le notificó dicho 

requisito para trabajar en el salón de belleza. 

Luego de evaluados los argumentos de cada parte, el TPI 

emitió una Sentencia que fue notificada el 27 de noviembre de 2019 

y como adelantamos, desestimó con perjuicio la demanda de la 

señora Torres. El referido dictamen fue notificado a las partes el 

20 de diciembre de 2019. 

Insatisfecha con la determinación del TPI, la señora Torres 

recurrió ante nos mediante Apelación y le imputó al foro primario la 

comisión de un error, a saber: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

desestimar el caso de epígrafe por entender que la parte 

apelante no tuvo ningún derecho como empleada. 

 

El recurso fue presentado el 16 de enero de 2020 ante el 

Tribunal de Primera Instancia, y posteriormente presentado ante la 

Secretaría de este Tribunal de Apelaciones el próximo día, al amparo 

de la Regla 14 (C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R.14 (C).  

Hemos examinado con detenimiento el escrito y el apéndice 

sometido por la señora Torres y optamos por prescindir de los 

términos, escritos o procedimientos ulteriores “con el propósito de 

lograr su más justo y eficiente despacho”.  Regla 7 (b) (5) de nuestro 

Reglamento, supra, R. 7 (b) (5).  Resolvemos. 

II.  

A. Ley de Procedimiento Sumario Laboral  

La Ley [Núm.] 2 [supra], es un estatuto que provee un 

procedimiento sumario de reclamaciones laborales para la rápida 

consideración y adjudicación de las querellas de obreros y 

empleados contra sus patronos relacionadas con salarios, beneficios 

y derechos laborales. Ruiz Camilo v. Trafón Group, Inc., 200 DPR 254, 

265 (2018). Véase, además, Patiño Chirino v. Parador Villa Antonio, 

196 DPR 439, 446 (2016). Debido a su naturaleza y finalidad, estas 
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reclamaciones ameritan ser resueltas con celeridad de forma tal que 

se pueda implantar la política pública del Estado de proteger el 

empleo, desalentar el despido sin justa causa y proveer al obrero 

despedido los medios económicos para su subsistencia mientras 

consigue un nuevo empleo. Ruiz Camilo v. Trafón Group, Inc., supra. 

Véase, además, Izagas Santos v. Family Drug Center, 182 DPR 463, 

480 (2011). En múltiples ocasiones [el Tribunal Supremo ha] 

reafirmado que la naturaleza sumaria que provee la Ley [Núm.] 2 

[supra], constituye su característica esencial, por lo que tanto las 

partes como los tribunales deben respetarla y así no se desvirtúe el 

carácter especial y sumario del procedimiento. Ruiz Camilo v. Trafón 

Group, Inc., supra. 

El tribunal puede ejercer su discreción para convertir un 

proceso sumario a uno ordinario cuando sea lo más prudente. 

Rivera v. Insular Wire Products Corp., 140 DPR 912, 927 y 936 

(1996). El Tribunal Supremo excluyó de manera específica la Ley 

Núm. 80, supra, de dicho pronunciamiento. Íd. A esos efectos, dicho 

foro indicó que para las reclamaciones al amparo de la Ley Núm. 80, 

supra, solo está disponible el procedimiento sumario. Íd. Sin 

embargo, en Berríos v. González et al., 151 DPR 327, 349 (2000), se 

aclaró que estas expresiones no deben interpretarse rígidamente 

cuando se trata de un caso complejo como sucede al acumularse 

diferentes causas de acción. Entre otros factores, antes de hacer 

esta determinación el tribunal debe evaluar si los hechos descritos 

requieren tomar deposiciones a múltiples testigos; si a la luz de las 

alegaciones se requerirá la presentación de prueba pericial 

particularmente compleja; y si resulta necesario el examen de 

expedientes médicos o la realización de exámenes físicos que 

convertirían el descubrimiento de prueba en una etapa incompatible 
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con el carácter expedito del procedimiento dispuesto en la Ley Núm. 

2, supra.5  

Como indicamos, "[u]na vez que se presenta una querella en 

virtud del procedimiento sumario de la Ley [Núm.] 2 [supra], el 

tribunal tiene la discreción para decidir si la querella debe seguir el 

trámite sumario o si debe continuar por la vía ordinaria". Ruiz 

Camilo v. Trafón Group, Inc., supra, pág. 270. Esto significa que 

mientras el foro de instancia no emita una decisión relativa a 

que el caso debe continuar por la vía ordinaria, se debe entender 

que el caso sigue el procedimiento sumario. Íd. Énfasis nuestro. 

Por último, es importante señalar que la solicitud de conversión 

debe formularse de manera oportuna. Véase Vizcarrondo Morales v. 

MVM, Inc., supra, pág. 936; Berríos v. González et al., supra, págs. 

346-347. 

Cónsono con el propósito de atender estas reclamaciones con 

celeridad, la Sección 9 de la Ley Núm. 2, supra, sec. 3127, establece 

que cualquiera de las partes que se considere perjudicada por la 

sentencia emitida por el TPI podrá interponer recurso de apelación 

ante el Tribunal de Apelaciones, en el término jurisdiccional de 

diez (10) días, computados a partir de la notificación de la 

sentencia. Véase, Ruiz Camilo v. Trafón Group, Inc., supra, pág. 266.  

B. Jurisdicción  

  Reiteradamente nuestro Tribunal Supremo ha expresado que 

la jurisdicción es el poder o la autoridad que tiene un tribunal para 

considerar y decidir casos o controversias. Torres Alvarado v. 

Madera Atiles, 2019 TSPR 91, resuelto el 9 de mayo de 2019; 

Fuentes Bonilla v. ELA et al, 200 DPR 364, 372 (2018). Por 

consiguiente, el primer factor a considerar en toda situación jurídica 

que se presente ante un foro adjudicativo es el aspecto 

 
5 Véase Berrios v. González, supra, y Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., 174 DPR 

921 (2008). 
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jurisdiccional. Torres Alvarado v. Madera Atiles, supra. Ello, pues 

los tribunales tienen la responsabilidad indelegable de examinar, en 

primera instancia, su propia jurisdicción, así como la del foro de 

donde procede el recurso ante su consideración. Íd. En ese sentido, 

han expresado que los tribunales debemos ser celosos guardianes 

de nuestra jurisdicción, por lo cual los asuntos relacionados con 

ésta son privilegiados y deben atenderse con prioridad. Íd. En 

consecuencia, al cuestionarse la jurisdicción de un tribunal por 

alguna de las partes o, incluso, cuando no haya sido planteado por 

éstas, dicho foro examinará y evaluará con rigurosidad el asunto 

jurisdiccional como parte de su deber ministerial, pues éste incide 

directamente sobre el poder mismo para adjudicar una controversia. 

Íd. 

Un recurso prematuro, al igual que uno tardío, priva de 

jurisdicción al tribunal al cual se recurre. Torres Alvarado v. Madera 

Atiles, supra. De ese modo, si el tribunal no tiene jurisdicción, solo 

resta declararlo así y desestimar la reclamación sin entrar en los 

méritos de la controversia. Íd. A esos efectos, la Regla 83 (C) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, R. 83(C), faculta al 

foro apelativo a actuar por iniciativa propia para desestimar un 

recurso apelativo ante la ausencia de jurisdicción. La falta de 

jurisdicción es un defecto que no puede ser subsanado. Lozada 

Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898, 909 (2012). 

En nuestro ordenamiento reconocemos una variedad de 

términos cuyo incumplimiento conlleva distintas consecuencias. 

Rivera Marcucci et al. v. Suiza Dairy, 196 DPR 157, 169 (2016). 

Podemos encontrar los conceptos de términos: discrecionales, 

directivos, de estricto cumplimiento y fatales o jurisdiccionales. Íd. 

[L]os términos jurisdiccionales son de naturaleza improrrogable, por 

lo que no están sujetos a interrupción o cumplimiento fuera de 

término, no importa las consecuencias procesales que su expiración 
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provoque. Rosario Domínguez et als. v. ELA, 198 DPR 197, 208 

(2017). 

III.  

Tras un examen sosegado del recurso presentado, su 

apéndice y los documentos que surgen del sistema SUMAC, 

colegimos que nos encontramos ante una controversia de naturaleza 

jurisdiccional que amerita nuestra atención con prioridad. Nos 

explicamos. 

La demanda presentada por la señora Torres se hizo conforme 

al procedimiento sumario y así se expuso en la alegación número 14 

al expresar “[n]os acogemos al Procedimiento Sumario para 

Querellas Laborales al amparo de la Ley 2 de 1961 según 

enmendada”.6 Conforme adelantamos en la exposición del Derecho 

aplicable, una vez presentada una reclamación en virtud del 

procedimiento sumario de la Ley Núm. 2, supra, el foro primario 

tiene la discreción para decidir si la querella debe seguir el trámite 

sumario o si debe continuar por la vía ordinaria. Respecto a ello, las 

partes podrían presentar una solicitud -siempre que se haga de 

manera oportuna- para dicha conversión. Esto significa que 

mientras el TPI no emita una decisión relativa a que el caso debe 

continuar por la vía ordinaria, se debe entender que el caso sigue el 

procedimiento sumario.  

No surge del expediente del presente caso que el foro primario 

haya dispuesto que la demanda presentada por la apelante se 

atendería por la vía ordinaria. Tampoco surge solicitud alguna de 

alguna de las partes a tales efectos. En cambio, surge de la propia 

sentencia final, que el caso continuó bajo el procedimiento sumario. 

La sentencia apelada se dictó el 27 de noviembre de 2019 y 

fue notificada el 20 de diciembre de 2019. Esta última fecha 

constituye el punto de partida para calcular el término jurisdiccional 

 
6 Demanda Enmendada, Apéndice II del recurso, pág. 14. 
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de 10 días dispuestos en la Ley Núm. 2, supra, para presentar el 

recurso de apelación ante esta Curia.  Por lo tanto, la señora Torres 

debió presentar su recurso de apelación ante este foro en o antes del 

30 de diciembre de 2019, más no lo hizo. En cambio, no fue hasta 

el 16 de enero de 2020 que presentó su recurso. En consecuencia, 

la fecha de presentación de la apelación resulta tardía, pues estamos 

ante un término jurisdiccional improrrogable y carecemos de 

jurisdicción para atenderla en sus méritos.  

IV.  

Por los fundamentos antes expuestos, ordenamos la 

desestimación del recurso según presentado por falta de 

jurisdicción.  

Notifíquese. 

Lo acordó y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


